ROL ______________
EN LO PRINCIPAL: Contesta demanda; EN EL PRIMER OTROSÍ: Acompaña documentos; EN EL SEGUNDO OTROSÍ: Carga de la prueba dinámica. 


S.J.L. DE POLICÍA LOCAL DE ____________(Comuna de JPL donde se tramita causa)
_______________ (Nombre y Apellido del usuario, profesión u oficio, Rut, domicilio), en autos sobre acción especial de culpa grave o dolo contemplada en la Ley N° 20.009 tramitado en procedimiento individual de protección de los derechos de los consumidores conforme a la Ley N° 19.496, causa Rol Nº _____________, de este ________ Juzgado de Policía Local de _____________, a S.S. respetuosamente digo:
Que, por este acto, vengo en contestar la demanda interpuesta por el BANCO______________ (en adelante el “Banco demandante” o simplemente el “Banco”) solicitando su total y absoluto rechazo con expresa condena en costas conforme el artículo 5° inciso 4° de la Ley N° 20.009, y solicitando que, en definitiva, S.S. resuelva:
(i) Que no he actuado con culpa grave o dolo;
(ii) Que, se ordene al Banco demandante la restitución del saldo adeudado, esto es, la suma superior a 35 UF que no ha restituido con ocasión del reclamo por fraude efectuado. De tal manera que se ordene la restitución de $__________.- (_______________________pesos).
(iii) Que, se ordene a la demandante, en virtud del artículo 5 inciso 4° de la Ley N° 20.009, a realizar la restitución de los $____________.- (____________pesos), cifra anteriormente indicada, reajustada de acuerdo con el interés máximo convencional calculado desde el día del aviso  (____________) (Señalar fecha exacta en que se dio aviso al banco) hasta la fecha del pago efectivo;
(iv) Que, se declare que no tengo la obligación de restituir las 35 UF abonadas a mi cuenta corriente en virtud de los dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 20.009
(v) Que, en atención a lo establecido en el artículo 5 inciso 4° de la Ley N° 20.009, se condene expresamente en costas al Banco demandante. 
Todo lo anteriormente indicado, conforme a los argumentos de hecho y fundamentos de derecho que, a continuación, paso a exponer:
I. ANTECEDENTES DE LA DEMANDA
La demanda interpuesta en este procedimiento por BANCO _________ (Banco Demandante) tiene como fundamento que, con fecha ___________________________, de conformidad con lo establecido en la Ley N° 20.009, formalicé un reclamo ante la entidad financiera informando sobre la realización de operaciones no consentidas ni autorizadas que se efectuaron con cargo a mi tarjeta terminada en los dígitos “________”.
En la declaración jurada simple denuncié operaciones no reconocidas por un total de $__________(señalar monto total defraudado). Dicha suma se compone de las siguientes transferencias $________________________ (señalar monto de transferencias). 
Posteriormente, con fecha _______________________, la entidad bancaria demandante me comunicó el rechazo del requerimiento respecto de los montos no reconocidos. En dicha instancia, y en estricto cumplimiento del mandato legal establecido en la Ley N° 20.009, el Banco me restituyó la suma de _________ (señalar monto restituido) (__________pesos) equivalente a 35 Unidades de Fomento a esa fecha, informando simultáneamente su decisión de interponer la presente acción judicial. 
Así las cosas, y careciendo de la precisión jurídica indispensable en una demanda de esta naturaleza, el Banco demandante imputa de manera genérica la supuesta concurrencia de culpa grave o dolo en mi actuar. Es sobre la base de esta frágil alegación que la contraria concluye su demanda solicitando que se declare mi responsabilidad por el total de las operaciones reclamadas, requiriendo además el reintegro de las referidas 35 UF, con expresa condenación en reajustes, intereses y costas.
II. LOS HECHOS CONTROVERTIDOS (en esta sección se tratan la situación del fraude, robo o pérdida de las tarjetas)
Por este acto, controvierto todos los hechos aseverados en la demanda interpuesta por el Banco, sin perjuicio de los hechos que se describirán en el siguiente apartado.
III. DE LA VERDADERA FORMA EN QUE SUCEDIERON LOS HECHOS

a. Preámbulo (De un fraude dirigido y mi relación con el Banco).
A modo de contexto, resulta indispensable hacer presente a S.S. que he sido cliente del banco demandante desde hace aproximadamente ________ institución en la que confié el manejo de gran parte de mi patrimonio. 
En efecto, mantengo vigentes varios productos financieros con la demandante, entre ellos (individualizar todos los productos que tiene con la demandante): 
(i) ___________, 
(ii) ___________,
(iii)  ___________ , 
Así las cosas, durante _______ (años que lleva siendo cliente) consecutivos mantuve plena confianza en los sistemas de seguridad del Banco, así como en la calidad de los servicios contratados. No obstante, dicha situación de normalidad y tranquilidad financiera se vio abruptamente interrumpida el día _________________________ (fecha del fraude), fecha en que ocurrieron los graves hechos que a continuación se exponen.
b. De mi comportamiento habitual con la demandante.
Describir el comportamiento del consumidor, señalar cuáles eran los montos que habitualmente manejaba, las compras que realizaba, etc.
c. El fraude cometido y los montos defraudados
Describir el modo en que se ejecutó el fraude. Señalar la fecha, los individuos involucrados, el engaño sufrido, las acciones que adoptó posterior al fraude. La fecha de los reclamos, denuncias, correos electrónicos enviados, etc. 

IV. EL DERECHO

A. DE LA LEGISLACIÓN APLICABLE
Como primer aspecto S.S., para efectos de esta contestación, cabe tener en cuenta que la Ley aplicable es la Ley N° 20.009 que establece un régimen de limitación de responsabilidad para titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, hurto, robo o fraude. 
La mencionada Ley sufrió una de sus reformas más relevantes mediante la Ley N° 21.234 que estableció exigentes deberes de cuidado a las instituciones financieras para evitar fraudes. 
Posteriormente, la Ley N° 20.009 fue nuevamente modificada por la Ley N° 21.673 que elevó los estándares a los usuarios, encontrándose su texto vigente al momento que ocurrieron los hechos.
B. LA OBLIGACIÓN DE CUSTODIA DE LOS FONDOS DEPOSITADOS, LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD EXIGIDAS Y EL DEBER DEL BANCO DE IDENTIFICAR LOS MOVIMIENTOS NO HABITUALES DE NUESTRO REPRESENTADO
Referente a los medios digitales de pago, la autoridad sectorial, mediante el Capítulo 1-7 de la Recopilación Actualizada de Normas de Bancos (RAN) ha determinado que aquellas operaciones que se procesan por internet deben tener un especial resguardo, imponiéndose la obligación a los Bancos de contar con sistemas de monitoreo y detección de fraude, los cuales deben observar el comportamiento del cliente, precisamente para operar frente a operaciones no habituales:
“Los bancos DEBERÁN contar con sistemas o procedimientos que permitan identificar, evaluar, monitorear y detectar en el menor tiempo posible aquellas operaciones con patrones de fraude, de modo de marcar o abortar actividades u operaciones potencialmente fraudulentas, para lo cual deberán establecer y mantener, de acuerdo a la dinámica de los fraudes, patrones conocidos de estos y comportamientos que no estén asociados al cliente.
Estos sistemas o mecanismos deberán permitir tener una vista integral y oportuna de las operaciones del cliente, del no cliente (por ejemplo, en los intentos de acceso), de los puntos de acceso (por ejemplo direcciones IP, Cajero Automático u otros), hacer el seguimiento y correlacionar eventos y/o fraudes a objeto de detectar otros fraudes, puntos en que estos se cometen, modus operandi, y puntos de compromisos, entre otros”.
Cabe añadir que además con la entrada en vigencia de la Ley N° 21.234 que modificó el artículo 6° inciso 2° de la Ley N° 20.009, se incorporó un catálogo de “medidas de seguridad” que deben implementar las instituciones bancarias, entre las que se encuentran:
“a) Contar con sistemas de monitoreo que tengan como objetivo detectar aquellas operaciones que no corresponden al comportamiento habitual del usuario.
b) Implementar procedimientos internos para gestionar las alertas generadas por dichos sistemas de monitoreo.
b) Identificar patrones de potenciales fraudes, conforme a las prácticas de la industria y recomendaciones, los que deberán incorporarse al sistema de monitoreo de operaciones.
c) Establecer límites y controles en los diversos canales de atención que permitan mitigar las pérdidas por fraude. Los referidos límites y controles deberán basarse en consideraciones de riesgo objetivas, generales y no discriminatorias, en relación con la naturaleza del medio de pago y la clase de operaciones que permita efectuar”.
De este modo, queda de manifiesto que para las operaciones potencialmente fraudulentas que se procesen directamente desde internet o se practiquen a través de las tarjetas de débito emitidas por las instituciones bancarias, es deber del Banco contar con sistemas capaces de detectarlas para precisamente detenerla o cancelarlas.
Porque ha de notar S.S. que lo que se exige es una actitud preventiva, es decir, que las instituciones, y –en la especie– el Banco demandante, deben detectar a tiempo y abortar operaciones potencialmente fraudulentas. Ése es el estándar que se exige a las instituciones bancarias y en el que sencillamente no se cumplió en este caso.
C. LA SEGURIDAD Y PROFESIONALIDAD EN EL CONSUMO COMO DEBER DEL PROVEEDOR FINANCIERO
La aplicación de las normas de consumidor en favor de los clientes bancarios y, el carácter de desequilibrio contractual que entraña su protección, quedó reafirmado definitivamente con la dictación de la Ley Nº 20.555, publicada en el Diario Oficial el 5 de diciembre de 2011, sobre protección de los derechos de los consumidores (en lo sucesivo “LPDC”), para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR (en adelante “SERNAC”), al inferirse de sus disposiciones que el legislador concibe la relación banco cliente como un servicio financiero, regido plenamente por dicha normativa.
Así, es relevante considerar que el estatuto protector de LPDC contempla el derecho en la seguridad en el consumo en el artículo 3, letra d), y el deber de profesionalidad en el artículo 23, señalando al respecto lo siguiente:
“Artículo 3°.- Son derechos y deberes básicos del consumidor:
(…)
d) La seguridad en el consumo de bienes o servicios, la protección de la salud y el medio ambiente.
Artículo 23: Comete infracción a las disposiciones de la presente ley el proveedor que, en la venta de un bien o en la prestación de un servicio, actuando con negligencia, causa menoscabo al consumidor debido a fallas o deficiencias en la calidad, cantidad, identidad, sustancia, procedencia, seguridad, peso o medida del respectivo bien o servicio”.
Así las cosas, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 23 de la LPDC, inciso primero, en relación a lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley N° 20.009, el proveedor financiero, en este caso, BANCO DEMANDANTE se encuentra obligado a actuar con un estándar mínimo de profesionalidad y seguridad en su actividad; sin causar menoscabo al consumidor por el actuar negligente, esto es, se encuentra compelido por la normativa mantener a mantener sistemas de seguridad constantemente activados y de la más elevada categoría para que no se filtre a terceros.
D. DE LA REGULACIÓN PROTECTORA DE LA LEY N°20.009 LUEGO DE LA REFORMA DE LA LEY N°21.234 Y SU APLICACIÓN AL CASO EN CONCRETO
Como S.S. bien sabe, la Ley N° 20.009 –luego de la reforma por la Ley N°21.234– estableció un elevado estándar de seguridad a las instituciones financieras. Esta reforma se produjo por la constante ausencia de respuesta de las entidades bancarias hacia sus clientes. Por ello, como se verá, hizo responsable a las entidades bancarias de los fraudes, pues el deber de cuidado y seguridad de los dineros depositados por los consumidores recae en los Bancos. Finalmente, son los bancos los defraudados y no los usuarios. 
De la cancelación de cargos o restitución de fondos
La Ley N° 20.009 luego de referirse a su ámbito de aplicación alude al procedimiento mediante el cual se debe proceder por el emisor a la cancelación de los cargos o a la restitución de los fondos. Dicha situación, regulada por los artículos 5 y ss. establece que si el monto reclamado producto de las transacciones desconocidas es superior al umbral que determina la CMF (hoy, establecido en 35 unidades de fomento), el emisor debe cancelar los cargos o restituir 35 UF en un plazo de 10 días. Respecto del monto superior, debe restituirse en 7 días hábiles.
La única excepción que contiene la norma es que el emisor tenga pruebas de que el usuario actuó con culpa grave o con dolo, en cuyo caso debe demandar en el Juzgado de Policía Local del domicilio del consumidor. Ejercida dicha acción, si no se probare la culpa grave o dolo del usuario, el emisor está obligado a restituir al usuario el saldo retenido, debidamente reajustado con la tasa de interés máxima convencional desde la fecha del aviso hasta la restitución y pago de las costas de la causa. 
En tal sentido el artículo 5º inciso 4° de la Ley N° 20.009 señala:
“Si el juez declarare por sentencia firme o ejecutoriada que no existen antecedentes suficientes que acrediten la existencia de dolo o culpa grave del usuario, el emisor quedará obligado a restituir al usuario el saldo retenido, debidamente reajustado, aplicando para ello la tasa de interés máxima convencional calculada desde la fecha del aviso, y al pago de las costas personales o judiciales”.
E. DE LA AUSENCIA DE DOLO Y CULPA GRAVE EN LA ACTUACIÓN DE NUESTRO REPRESENTADO
En primer lugar, el dolo es “la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” y se ha definido tradicionalmente como la conciencia y voluntad de la realización de una conducta objetivamente típica. Esta definición ha sido paulatinamente descartada tanto por la doctrina y tribunales de justicia, concibiéndose el dolo –al día de hoy– solo como “conciencia de la realización de un comportamiento típico objetivo”, es decir, ya no es “conocimiento y voluntad”, sino únicamente conocimiento de estar provocando una injuria en otro. Por otra parte, la culpa grave consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado, que aún las personas negligentes y poco prudentes suelen emplear en sus negocios propios. En este caso S.S. y tal como puede apreciar de los hechos, yo no he actuado con dolo ni con culpa grave.  
F. EN CUANTO AL DESEQUILIBRIO CONTRACTUAL DE LAS PARTES
La actual regulación limita la responsabilidad del usuario de servicios electrónicos y traslada la responsabilidad civil al Banco en la Ley N° 20.009. No por nada la citada Ley N° 21.234 que modificó la Ley 20.009 se llama “Ley 21.234 que limita la responsabilidad de los titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, hurto, robo o fraude”.
Este traslado de responsabilidad no es caprichoso, y obedece a principios generales: los riesgos en la relación contractual. Los riesgos los debe asumir quién tiene la obligación de seguridad, esto es, la institución bancaria. 
Así las cosas, el legislador en este sentido ha fijado claramente la carga de la prueba en conformidad con las obligaciones exigibles. Fundamental es traer a colación el inciso séptimo del artículo 4 de la Ley N° 20.009, por cuanto señala: “En los casos en que el usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor probar que dicha operación fue autorizada por el usuario y que se encuentra registrada a su nombre”. De esta manera, adicionalmente, el inciso octavo del artículo 4 de la Ley 20.009 señala que “El solo registro de las operaciones no bastará, necesariamente, para demostrar que esta fue autorizada por el usuario, ni que el usuario actuó con culpa o descuido que le sean imputables (…)”. 
G. DE LA EXCLUSIÓN DE LAS PRESUNCIONES CONTEMPLADAS EN EL ARTÍCULO 5 TER DE LA LEY N° 20.009 
Como bien sabe S.S, el artículo 5 ter de la ley del ramo enuncia una serie de situaciones de hecho a fin de subsumirlas en presunciones respecto a la procedencia de dolo o culpa grave del usuario, estas son las siguientes:
“a) Que la operación desconocida haya sido realizada exclusivamente entre cuentas que sean de su titularidad, contratadas con anterioridad.
b) Que la operación desconocida haya sido realizada exclusivamente entre cuentas de su titularidad y de su cónyuge o conviviente civil, o de parientes por consanguinidad en toda la línea recta y la colateral hasta el cuarto grado inclusive, o bien por afinidad en toda la línea recta y la colateral hasta el segundo grado inclusive.
c) Que los fondos transferidos hayan sido enviados a una o más cuentas registradas con al menos cuarenta y ocho horas de anticipación al desconocimiento de la operación por el usuario, o se hubiere realizado transferencias a la o las cuentas de destino dos o más veces antes de las cuarenta y ocho horas previas al desconocimiento de la operación.
d) Que el usuario haya reconocido expresamente haber entregado sus claves voluntariamente a terceros, a sabiendas de que podrán ser usadas para giros o transacciones.
e) Que el usuario tenga una o más sentencias firmes en el período de cinco años, en que se reconozca la existencia de dolo o culpa grave, en los términos del artículo 5.
 f) Si el emisor tuviere indicios suficientes de coordinación maliciosa entre los usuarios para reclamar una o más operaciones en una misma oportunidad.
g) Si el emisor tuviere indicios suficientes de que fue el mismo usuario quien realizó la operación reclamada en canales físicos previo a la solicitud de restitución y/o cancelación de cargos.
h) Si la operación desconocida hubiere sido realizada con autenticación reforzada, en los términos del artículo 4 de esta ley, siendo al menos uno de los factores de autenticación de inherencia. Sin perjuicio de lo anterior, si la operación desconocida hubiere sido realizada con autenticación reforzada, en los términos del referido artículo, considerando sólo factores de posesión o conocimiento, podrá servir como base de presunción judicial”.

Cabe decir S.S. que, en mi caso ninguna de las hipótesis que dan lugar a las presunciones antes descritas se cumple en la especie, debiendo además recordarse que —por su naturaleza excepcional— tales presunciones son de interpretación restrictiva y exigen que el emisor acredite en forma concreta los supuestos que las habilitan, lo que en este caso derechamente no ocurre.
Como su S.S. podrá apreciar, las hipótesis presentadas en los párrafos anteriores en ningún caso aplican a esta situación en particular. Bajo ninguna circunstancia he generado un auto fraude, más bien he sido víctima de terceros, quienes tomando provecho de las falencias en la seguridad bancaria pudieron acceder a mis productos financieros de manera fraudulenta y dolosa.
*
Conclusiones:
El régimen de limitación de responsabilidad para el usuario implica: 
(i) Corresponde a la demandante, asumir las consecuencias patrimoniales de los fraudes perpetrados a través de sus propias herramientas digitales. Lo anterior, responde a que constituye un deber legal indelegable de las instituciones financieras el garantizar la seguridad de sus plataformas, debiendo verificar de manera fehaciente e indubitada que quien ejecuta las operaciones es auténticamente el consumidor titular, obligación que el banco incumplió de forma manifiesta en la especie.
(ii) Cancelar los cargos crediticios reclamados y restituir los fondos sustraídos con causa de la falta de medidas adecuadas de seguridad de las operaciones reclamadas, según lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 20.009, a menos que recopile antecedentes que acrediten la existencia de dolo o culpa grave por mi parte. 
(iii) La normativa vigente traslada expresamente al Banco demandante el peso de acreditar, mediante prueba fidedigna y contundente, la existencia de dolo o culpa grave. Para satisfacer este exigente estándar probatorio, S.S., no basta con que la actora formule afirmaciones vagas, genéricas y carentes de todo respaldo, tales como aseverar imprecisamente que "la única persona que tiene acceso a los productos bancarios y clave de seguridad es el propio usuario (SIC) salvo que entregue voluntariamente sus claves a otra persona o no resguarde debidamente sus productos". 

POR TANTO,
[bookmark: _heading=h.eotfvepqf2t7]A S.S. RESPETUOSAMENTE PIDO: Se sirva tener por contestada la demanda interpuesta por el Banco _______ y, con su mérito, se sirva rechazar la demanda en todas sus partes, con expresa condena en costas por no concurrir dolo o culpa grave en las operaciones de las que fui víctima, resolviendo, definitiva:
(i) Que no he actuado con culpa grave o dolo;
(ii) Que el Banco demandante debe restituir el saldo adeudado y cancelar los cargos cursados, esto es, la suma superior a $____________ que no ha reintegrado o cuyos cargos no ha cancelado con ocasión del reclamo por fraude. De tal manera, que se ordene la restitución de $_______.- (_____________________ pesos).
(iii) Que, el Banco demandante en virtud de los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de la Ley N° 20.009, debe realizar la restitución de $__________.- (________________pesos) reajustados de acuerdo con el interés máximo convencional calculado desde el día del reclamo  (_____________________) (Señalar fecha del día del reclamo) hasta la fecha del pago efectivo;
(iv) Que, se declare que no tengo la obligación de restituir las 35 UF abonadas a mi cuenta corriente en virtud de los dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 20.009
(v) Que, en atención a lo establecido en el artículo 5 inciso 4° de la Ley N°20.009, se condene expresamente en costas al Banco demandante.

EN EL PRIMER OTROSÍ: SÍRVASE S.S., tener por acompañados los siguientes documentos, con citación de la contraria: (individualizar los antecedentes en los que funda su contestación, tales como: reclamos, correos electrónicos, copia de la denuncia, capturas de pantalla de las transacciones reclamadas, documentos que den cuenta de su historial crediticio, etc.)
1. [bookmark: _heading=h.uhavhgir0g41]-----------------------------------
2. -----------------------------------
3. ------------------------------------
4. -------------------------------------
5. -------------------------------------
[bookmark: _GoBack]EN EL SEGUNDO OTROSÍ: Solicito a S.S., que en conformidad con lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 50 H de la Ley Nº 19.496, disponga la distribución de la carga de la prueba en el banco demandante, quien debe o debiera tener la disponibilidad y facilidad probatoria en un proceso como el de la especie, de manera que sea él quien demuestre a S.S. la efectividad de sus imputaciones, haciéndole saber las consecuencias que le acarreará la falta de aportación de esta prueba fundamental o la insuficiencia de la misma.
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